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Constitución de la provincia de San Juan

PREÁMBULO

La Soberana Convención Constituyente de la Provincia de San Juan, en cumplimiento del 
mandato popular conferido por la ciudadanía, consciente de la responsabilidad ante Dios y 
ante los hombres con el objeto de afianzar los fundamentos institucionales que profundicen la 
democracia participativa en lo político, económico, social y cultural, defendiendo la autonomía 
provincial, preservando la unidad nacional y promoviendo un efectivo régimen municipal, prote-
giendo el disenso y el pluralismo, estimulando el progreso y consolidando una sociedad abierta 
y solidaria, enaltecida por el respeto al libre conocimiento y la racionalidad como principio en 
el tratamiento y resolución pacífica de los conflictos dispuesta a la modernización con justicia 
y capacitada para rechazar toda forma de autoritarismo en un marco de libertad, igualdad, 
bienestar general y pleno respeto por la familia, los derechos humanos y por todo goce que no 
afecte concretamente a los demás habitantes, establece y ordena esta Constitución.

SECCIÓN PRIMERA
Declaraciones, derechos y garantías

CAPÍTULO I

Sistema político

ARTÍCULO 1º.- La Provincia de San Juan, con los límites que por derecho le corresponde, como 
Estado autónomo e inescindible de la República Argentina, organizado bajo sistema republi-
cano, democrático, representativo y participativo, mantiene para sí todo el poder no delegado 
expresa y literalmente al Gobierno Federal en la Constitución Nacional a la que reconoce como 
Ley suprema, sumando las que sean de ejercicio compartido, concurrente o conjunto.-

Soberanía popular

ARTÍCULO 2º.- Todo el poder emana y le pertenece al pueblo de la Provincia de San Juan, el 
que se ejerce por medio de sus legítimos representantes en la forma y modo que establece 
esta Constitución. También se reconoce igual legitimidad a otras formas de participación 
democrática.-

Sede de las autoridades

ARTÍCULO 3º.- Todas las autoridades que ejerzan el gobierno central, deben funcionar en for-
ma permanente en la Ciudad de San Juan, Capital de la Provincia, salvo por razones de carácter 



extraordinario, debiendo la ley fijar la sede en estos casos.-

Democracia participativa

ARTÍCULO 4º.- El Estado Provincial garantiza a través de todos sus actos el logro pleno de la 
democracia participativa, en lo económico, político, social y cultural.-

Principios de la organización política y social

ARTÍCULO 5º.- El bienestar y la elevación de la dignidad de la persona, basados en la libertad, 
en el conocimiento y en la solidaridad económica y social, constituyen premisas básicas en la 
organización política y social de San Juan.-

Modificación de limites

ARTÍCULO 6º.- Para modificar los límites territoriales de la Provincia, por cesión, anexión o de 
cualquier otra forma, como igualmente para ratificar tratados sobre límites que se celebren, se 
requiere ley sancionada con el voto de las tres cuartas partes de los miembros que componen 
la Cámara de Diputados y aprobación por consulta popular, sin cuyos recaudos no será promul-
gada.-

División política

ARTÍCULO 7º.- El territorio de la Provincia se divide en diecinueve departamentos a saber: 
Albardón, Angaco, Calingasta, Capital, Caucete, Chimbas, Iglesia, Jáchal, 9 de Julio, Pocito, 
Rawson, Rivadavia, San Martín, Santa Lucía, Sarmiento, Ullum, Valle Fértil, 25 de Mayo y Zonda, 
con sus actuales límites determinados por ley, los que no pueden ser modificados sin previa 
consulta popular en los departamentos involucrados.-

Responsabilidad del estado

ARTÍCULO 8º.- La Provincia como persona jurídica de carácter público estatal, puede ser de-
mandada ante la justicia ordinaria, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno.
No puede trabarse embargo preventivo sobre sus bienes o rentas. En caso de condena la 
Cámara de Diputados arbitra por Ley la forma de pago. Si no lo hiciere en el término de tres 
meses de ejecutoriada la sentencia, puede ser ejecutada en la forma ordinaria. Exceptuase de 
esta disposición las rentas y bienes especialmente afectados en garantía de una obligación.-

Publicidad de los actos de gobierno

ARTÍCULO 9º.- Todos los actos de gobierno deben ser publicados en la forma, medio y modo 
que la ley determine, garantizando su plena difusión; en especial aquellos relacionados con la 
percepción, gastos e inversión de la renta pública y toda enajenación o afectación de bienes 
pertenecientes al estado Provincial. La violación a esta norma provoca la nulidad absoluta del 



acto administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades políticas, civiles y penales que les 
corresponda a los intervinientes en el acto.-

Manifestación de bienes

ARTÍCULO 10º.- Los funcionarios integrantes de los poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y 
aquellos que por esta Constitución estén obligados a manifestar sus bienes, lo harán por sí, 
su cónyuge y familiares a su cargo, ante la Escribanía Mayor de gobierno, a excepción de los 
intendentes y concejales que lo harán conforme a lo establecido en la sección IX.-

Declaración de inconstitucionalidad

ARTÍCULO 11º.- Toda ley, decreto, ordenanza o disposición contraria a la Ley suprema de la 
Nación o a esta Constitución, carecen de valor y los jueces deben declarar su inconstitucio-
nalidad en juicio, aún cuando no hubiere sido requerido por parte, previo conocimiento a las 
mismas. La inconstitucionalidad declarada por la Corte de Justicia de la Provincia debe ser 
comunicada formal y fehacientemente a los poderes públicos correspondientes, a los fines de 
sus modificaciones y adaptaciones al orden jurídico vigente.-

Derechos implícitos

ARTÍCULO 12º.- La enumeración de libertades, derechos y garantías establecidos en esta 
Constitución, no deben entenderse como la negación de otros derechos, libertades y garantías 
no enumeradas, siempre que fluyan del espíritu de ésta, de la Constitución Nacional y de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos.-

Intervención federal

ARTÍCULO 13º.- Las intervenciones que ordene el Gobierno de la Nación, deben circunscribir 
sus actos de gobierno a los determinados en la ley que la disponga y a los derechos, declara-
ciones, libertades y garantías expresados en esta Constitución. Los nombramientos o designa-
ciones realizados tienen el carácter de transitorios.-

Tesoro provincial

ARTÍCULO 14º.- El Estado provee a sus gastos con los fondos del Tesoro Provincial, formado 
por el producido de los tributos, de los empréstitos y operaciones de crédito aprobados por ley 
para urgencias de la Provincia o para empresas de utilidad pública; de los servicios que preste; 
de la administración de los bienes de dominio público, y de la disposición o administración de 
los de dominio privado ; de las actividades económicas, financieras y demás rentas o ingresos 
que resulten de los poderes no delegados a la Nación ; de la coparticipación que conviene de 
los impuestos federales recaudados por los organismos competentes ; de las reparaciones que 
obtenga del erario nacional, por los efectos negativos de las políticas nacionales sobre sus 
recursos tributarios o no tributarios creado por ley.-



CAPÍTULO II
Derechos individuales

Derechos de las personas

ARTÍCULO 15º.- La vida, la integridad moral, física, psicológica y socio cultural, son derechos 
inviolables de las personas.-

ARTÍCULO 16º.- Nadie puede ser sometido a tortura, ni a tratos crueles, degradantes o inhu-
manos. Todo acto de esta naturaleza hace responsable a la autoridad que lo realice o permita. 
También es responsable la autoridad que por negligencia en sus funciones, produzca efectos 
similares. El estado repara los daños provocados. No excusa de esta responsabilidad la obe-
diencia debida.-

ARTÍCULO 17º.- Los funcionarios cuya culpabilidad fuere demostrada, respecto a los delitos 
mencionados en el artículo anterior, serán sumariados y exonerados del servicio a que pertene-
cieren, quedando de por vida inhabilitados en la función pública, sin perjuicio de las penas que 
por ley le correspondieren.-

Desaparición de personas

ARTÍCULO 18º.- Toda acción u omisión conducente a la desaparición de personas y quienes 
resulten directa o indirectamente responsables son castigados con máxima severidad prevista 
por las leyes.-

Respeto a la persona

ARTÍCULO 19º.- Toda humillación a la persona por motivos de instrucción, condición socioe-
conómica, edad, sexo, raza, nacionalidad, religión, ideas o por cualquier causa, es castigada 
severamente.-

Persona y estado

ARTÍCULO 20º.- Compete a la persona la concepción, búsqueda y elección de alternativas para 
el logro de su felicidad y al Estado asegurar la progresiva y acelerada eliminación de problemas 
sociales, económicos, políticos y culturales que afecten a las personas.-

Libertad religiosa

ARTÍCULO 21º.- La religión pertenece a la órbita privada del individuo. Nadie está obligado a 
declarar su religión. El estado garantiza a todos sus habitantes el derecho al libre ejercicio de 
los cultos religiosos que no se opongan a la moral pública y buenas costumbres, ni a la organi-
zación política y civil establecida por esta Constitución y las leyes de la Provincia.-


